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			1. 
DE ACUERDOS Y SINGULARIDADES

			El 29 de julio de 2024, tras largas y tensas jornadas de negoción, se anunció el acuerdo de investidura entre el Partido de los Socialistas de Cataluña (PSC) y Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) que permitió a Salvador Illa alcanzar la presidencia de la Generalidad de Cataluña.1 Este acuerdo incluía, como punto fundamental, impulsar un concierto económico («un sistema de financiación singular que avance hacia la plena soberanía fiscal») para Cataluña. Esa «financiación singular» era una anhelada aspiración del nacionalismo catalán y un punto central en el proceso soberanista, el procés, iniciado en 2012.2

			Al poco de publicarse este acuerdo, los dos autores de este libro, Jesús Fernández-Villaverde, profesor de economía en la Universidad de Pensilvania, y Francisco de la Torre Díaz, inspector de hacienda, exdiputado del Congreso y autor de dos libros sobre hacienda pública en España,3 decidimos, tras una larga conversación telefónica, comenzar una serie conjunta de tres entradas extensas en El Confidencial, donde Jesús mantiene una tribuna mensual, La Mano Visible.4 Habíamos llegado a la conclusión de que, de materializarse este concierto previsto en el acuerdo PSC-ERC, nos encontraríamos con el cambio político más significativo que ha experimentado España desde 1978 y que, por tanto, era imperativo analizar las consecuencias de la «financiación singular» con el detalle y rigor necesarios. 

			Nos sorprendía, además, que muchos de los artículos de la prensa tradicional y digital sobre este tema eran muy pobres en su análisis y, en su gran mayoría, con muy pocos números a pesar de que el acuerdo era, básicamente, sobre números. Algunas afirmaciones, como que Cataluña estaba dando el primer paso en un sistema que se podría generalizar al resto de España, nos parecían temerarias, por atentar contra las reglas de la contabilidad (¿habían mirado los autores el presupuesto del Estado incluso una sola vez?), e ilógicas (¿cómo se puede generalizar lo que se aspira a que sea «singular»?). 

			

			Casi más difícil de explicar era que los partidos contrarios al acuerdo, Partido Popular (PP) y Vox, no parecían ser capaces de articular una alternativa coherente a este acuerdo o explicar a los españoles los motivos de preocupación que la «financiación singular» despertaba. La falta de una oposición crítica era pavorosa.

			¿Por qué unimos fuerzas?

			El motivo que nos llevó a colaborar en esta tarea era doble. El primero, más personal, es que nos conocemos desde hace más de tres décadas, pues fuimos compañeros de promoción del E-3 en ICADE (¡y en la mili!, que quizás cree lazos afectivos aún más profundos). Durante estos treinta años largos de amistad hemos hablado centenares de veces sobre política económica en España (incluidas, para asombro de nuestros compañeros de la mili, durante las largas marchas topográficas en las montañas del Pirineo catalán). No siempre hemos estado de acuerdo el uno con el otro (en muchas ocasiones hemos votado a partidos distintos), pero siempre hemos compartido el deseo de ayudar, en la medida en la que podamos, para que las cosas vayan un poco mejor en España. Y a los dos nos parecía que, con el acuerdo PSC-ERC las cosas no solo no iban a ir mejor, iban a ir peor, mucho peor.

			El segundo motivo es que los conocimientos de los autores de este libro son complementarios. Jesús es profesor de economía en la universidad, se gana la vida escribiendo artículos académicos y ve las cosas desde la perspectiva de alguien que vive en el «exilio» universitario desde 1996. Francisco es inspector de hacienda y, como exdiputado del Congreso, conoce los entresijos de la política fiscal desde la experiencia propia y está mucho más familiarizado con nuestro ordenamiento jurídico. A Jesús, en cambio, aunque también es licenciado en derecho, se le han olvidado ya muchas cosas y a menudo se conoce mejor la jurisprudencia de la Corte Suprema de Estados Unidos, por lo que le cuentan sus compañeros de la Escuela de Derecho de su universidad, que la de nuestro Tribunal Constitucional.

			Aunque queríamos centrarnos en los aspectos económicos de la financiación autonómica, los temas jurídicos juegan un papel integral y raramente se leen análisis que engranen economía y derecho de manera satisfactoria. Juntando las perspectivas de Jesús y Francisco quizás podíamos aportar algo con cierto valor al debate nacional y el lector beneficiarse de una explicación más clara en un tema tan complejo y polémico como la financiación autonómica. 

			De tres entradas a un libro

			Las tres entradas recibieron muy buena acogida entre los lectores de El Confidencial y las redes sociales. Pronto nos surgió la idea de reunir el material contenido en las entradas, reescribirlo donde fuera necesario, reordenarlo para evitar repeticiones o mejorar la presentación y extenderlo a un libro. 

			Por ejemplo, no pudimos comenzar nuestra serie con una descripción general de la organización territorial de las administraciones públicas en España porque hubiese retrasado el núcleo del argumento en exceso. Sin embargo, como quedaba claro en los comentarios que dejaban los lectores a nuestras entradas, una exposición completa requiere de esas bases de conocimiento.

			El lector notará que en las próximas páginas aparece una buena parte del material de nuestras tres entradas originales, aproximadamente una sexta parte del libro, incluyendo párrafos copiados tal cual. Hemos reutilizado estos textos sin cambios cuando consideramos que ya cumplían su propósito en términos de claridad y solidez argumentativa. Reescribir lo que ya estaba bien no tenía sentido.5

			Las otras cinco sextas partes del libro son nuevas por completo. Este contenido adicional incluye la presentación de nuevo material, el desarrollo más profundo del material existente y la refinación del análisis. Por ejemplo, hemos revisado nuestra posición respecto al espacio fiscal disponible para incrementar la financiación de la Generalidad, y ahora creemos que es más reducido de lo que originalmente habíamos estimado. 

			A la vez, hemos resistido, lo mejor que hemos podido, la tentación de escribir una monografía extensa y técnica. Por razones de espacio, y por no hacer una lectura interminable, simplificaremos y dejaremos cosas fuera.6 No es este un libro de hacienda pública ni un volumen destinado a especialistas, porque creemos que este es un debate tan importante que todos los españoles, al margen de su formación, deben de tener acceso a las ideas principales en disputa. 

			Existe muchísima confusión sobre el acuerdo PSC-ERC, en parte interesada, pero también derivada de mucho desconocimiento del sistema de financiación de las comunidades autónomas y de sus objetivos, desconocimiento que sorprendentemente a menudo llega a personas que deberían saber más sobre este tema, tanto del mundo de la política como del periodismo. 

			Por esta razón, el lector encontrará en muchas ocasiones frases como «es importante aclarar una confusión común que hemos observado en muchas fuentes». En estos casos, hemos optado por no citar a nadie en particular para evitar señalar a personas concretas, algo que aporta poco beneficio. Sin embargo, en todos los casos sería sencillo documentar decenas de ejemplos, tanto en publicaciones como en redes sociales, que evidencian esas confusiones y errores.7

			Tenemos también en la cabeza como público objetivo a muchos estudiantes de economía, ciencias políticas y derecho que anden buscando una exposición sencilla de nuestro sistema de financiación autonómica, pero que carezcan de tiempo para manejar un manual de hacienda pública territorial completo. Por eso, pedimos por adelantado perdón a los académicos y expertos en política fiscal por las posibles imprecisiones (o falta de suficientes matizaciones) que nuestros argumentos puedan tener. Aunque citaremos libros y artículos académicos cuando sea imprescindible, no citaremos con la misma profusión que un trabajo para una revista científica.

			El Estado fiscal

			¿Por qué creemos que merece la pena leer este libro? Porque el sistema fiscal es la columna vertebral de un Estado moderno y todo lo demás, desde las autopistas a defensa o la sanidad pública dependen de él. Si a uno le interesa cualquiera de los bienes y servicios públicos que las administraciones públicas suministran o le importan las transferencias sociales, entonces el sistema fiscal (y su estructura territorial) también tienen que gozar de la máxima importancia.

			Joseph Schumpeter, uno de los grandes economistas de toda la historia, dedicó mucho de su tiempo a pensar acerca de los sistemas fiscales, tanto que acabó de fugaz ministro de hacienda de la República de Austria Alemana durante unos meses de 1919.8 En una conferencia magistral de 1918 en Viena que pronto se convirtió en un clásico del pensamiento económico, Schumpeter caracterizó el Estado moderno surgido del feudalismo como un «Estado fiscal», casi un pleonasmo para él, pues «Estado» y «fiscal» eran prácticamente equivalentes.9 Los impuestos no solo crearon el Estado, sino que conformaron su estructura fundamental, desde los detalles más pequeños a los grandes elementos de este. 

			No deja de ser significativo que los dos eventos que inauguran la era contemporánea y las formas políticas asociadas a la misma, la Guerra de Independencia en Estados Unidos y la Revolución francesa, están íntimamente ligados a temas fiscales. Ambos eventos surgen de los conflictos derivados de quién y cómo ha de pagar impuestos.

			En el caso de Estados Unidos, como veremos en el apéndice 1, la disputa consistía en si el Parlamento en Westminster tenía la competencia legislativa para crear impuestos en las colonias británicas de América del Norte con los que paliar la altísima deuda pública británica en aquel momento. En el caso de la Revolución francesa, los Estados Generales de 1789 fueron convocados para remediar la crisis fiscal de la monarquía francesa. Ambas crisis fiscales tenían el mismo origen: los gastos militares inusitados causados por la Guerra de los Siete Años (1756-1763).

			En el caso de España, el mejor ejemplo de la idea de Schumpeter fue la transición democrática y la reforma fiscal que la acompañó. Sin la reforma fiscal de 1977 (y las diferentes modificaciones que la siguieron, casi siempre con el mismo espíritu) no se podría haber incrementado la capacidad recaudatoria de la hacienda pública, acabar con la regresividad del sistema anterior y acometido los cambios en la estructura de gasto público que trajo la democracia.10 El sistema fiscal de la dictadura, que por muchos motivos de economía política era con probabilidad irreformable, había limitado la capacidad de actuación del Estado, en especial en respuesta a la crisis del petróleo de 1973 y el agotamiento del proceso de convergencia económica iniciada por el Plan de Estabilización de 1959.11

			Lo más interesante del argumento de la íntima conexión entre la forma política de un estado y su sistema fiscal es que no depende de si uno aprueba o rechaza la reforma fiscal de 1977. Los que aprueban esta reforman defienden que sin reforma tributaria no hubiese sido posible extender el Estado del bienestar y descentralizar España, unos objetivos que valoran de manera positiva. Los que se oponen a la reforma defienden exactamente la misma idea: que sin ella no habría sido posible extender el Estado del bienestar y descentralizar España, excepto que para este segundo grupo estos objetivos se valoran de forma negativa. 

			Es decir que si uno cambia el sistema fiscal, como busca el acuerdo PSC-ERC, uno cambia el estado. Y cambiar el estado no se puede hacer deprisa y corriendo o, peor aún, por alcanzar unos objetivos políticos coyunturales. Un cambio de tal importancia requiere una reflexión ordenada y eso es lo que queremos acometer en este libro.

			De economía a economía política

			En este libro recurriremos con frecuencia a las lecciones de la economía política, aunque, para hacer la exposición más amena, no siempre lo mencionemos de forma explícita.

			La economía política es la rama de la economía que analiza cómo las instituciones y el contexto político determinan las decisiones económicas. Los políticos no actúan al azar; sus decisiones responden a objetivos concretos que, en muchos casos, no buscan maximizar el bienestar de los ciudadanos, sino atender otros intereses.12

			Un ejemplo sencillo aclara la utilidad del enfoque de economía política. Dos celebrados economistas, Gary S. Becker y Casey B. Mulligan, demostraron que sistemas impositivos más eficientes causan más gasto público pues permiten recaudar más impuestos con menos distorsiones. Paradójicamente, aquellas personas que prefieran menos gasto público tal vez deberían oponerse a decisiones que hagan el sistema fiscal más eficiente.13 

			Una idea central de este libro es que toda la búsqueda de una «financiación singular» para Cataluña viene motivada por una estructura de gasto excesiva de una Generalidad de Cataluña que ha creado una administración pública autónoma sobredimensionada. Cataluña no está infrafinanciada; Cataluña lleva gastando en exceso desde hace décadas. 

			Una «financiación singular» no solo no aliviará estos problemas de gasto excesivo de la Generalidad de Cataluña, sino que lo más probable es que los agudice, con nefastas consecuencias para el bienestar de los catalanes en el largo plazo. Esto es algo que quizás no se ha dicho lo suficiente: el acuerdo PSC-ERC es malo para todos los españoles, vivan o no en Cataluña.

			«¡Esto no va a salir!»

			Una respuesta recurrente que recibimos a nuestras tres entradas en El Confidencial fue: «¡Esto no va a salir!». El argumento era que estábamos perdiendo nuestro tiempo (y el de nuestros lectores), porque este acuerdo PSC-ERC de «financiación singular» terminaría en aguas de borrajas.

			Creemos que esta respuesta no es satisfactoria por tres razones. Primero, refleja una actitud muy castiza de restar importancia a los acuerdos entre partidos políticos, bajo la creencia de que, al final, «la sangre no llegará al río». O como decía el chiste sobre el sentimiento popular en Viena durante la Primera Guerra Mundial: «La situación es desesperada, pero no seria».

			

			Sin embargo, los acuerdos políticos no se detienen por sí solos, sobre todo cuando tanto el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) como Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) tienen sólidos motivos para impulsar su cumplimiento. Ya hemos visto ejemplos concretos de su implementación, como el reparto del impuesto a la banca aprobado por el Congreso de los Diputados a finales de 2024, que analizaremos en el capítulo 12. 

			Además, la maquinaria burocrática —comisiones de expertos y grupos de trabajo— para ejecutar el resto del acuerdo ya está en marcha. Como publicaban recientemente los medios de comunicación, el Gobierno de España y la Generalidad ya han celebrado la primera reunión de la Comisión Mixta para Asuntos Económicos y Fiscales con los preparativos para que Cataluña pueda gestionar de forma íntegra en 2026 el Impuesto de la Renta de las Personas Físicas (IRPF).14

			En segundo lugar, porque el acuerdo PSC-ERC establece un precedente sobre lo que un partido nacional, en este caso el PSOE, puede aceptar en una negociación política. Incluso si el acuerdo actual no prospera, por ejemplo, en caso de elecciones anticipadas en 2025, es fundamental analizarlo para evitar que se convierta en otro de esos «mitos» sobre nuestro sistema político que circulan sin contexto ni crítica, en este caso el «gran acuerdo de financiación de 2024 que se frustró por las elecciones».

			En tercer lugar, porque ignorar el acuerdo refuerza la frivolidad con la que a menudo se responden las propuestas políticas en España: o se desprecian (solo para lamentarse cuando se llevan a cabo), o se analizan con superficialidad dentro del ciclo informativo de la semana. Las ideas importan y tienen consecuencias en el largo plazo; una vez que se cambia la percepción del mundo, la realidad termina adaptándose a esa percepción.15 

			En resumen, la actitud de «¡Esto no va a salir!» nos recuerda a un episodio de la memorable serie británica Yes, Prime Minister, titulado «A Victory for Democracy», donde Sir Richard Wharton, el secretario permanente de la Foreign and Commonwealth Office, y Sir Humphrey Appleby, secretario del gabinete del Gobierno británico, describen la «estrategia de las cuatro etapas» para garantizar que sus «señores políticos» nunca puedan responder a tiempo ante una crisis (la traducción es nuestra):

			Sir Richard Wharton: En la primera etapa, decimos que no va a pasar nada.

			Sir Humphrey Appleby: En la segunda etapa, decimos que puede que algo pase, pero que no debemos hacer nada al respecto.

			Sir Richard Wharton: En la tercera etapa, decimos que quizás hay algo que deberíamos hacer, pero que no hay nada que podamos hacer.

			Sir Humphrey Appleby: En la cuarta etapa, decimos que quizás deberíamos haber hecho algo, pero que ahora es demasiado tarde.

			Muchos de los que nos dicen que estamos ahora en la etapa primera («nada va a pasar»), en un futuro no muy lejano puede que sean los mismos que nos digan que quizás deberíamos haber hecho algo, pero que ya es muy tarde para remediar nada.16 Es probable que este libro no cambie nada respecto al acuerdo PSC-ERC, pero al menos nos quedaremos con la tranquilidad de haber hecho todo lo que razonablemente estuvo en nuestras manos.

			Cuatro advertencias

			Antes de entrar en el núcleo del libro, queremos hacer cuatro advertencias. La primera es que intentaremos dejar al margen nuestras preferencias políticas sobre temas que no sean económicos siempre que sea posible. Por ejemplo, el lector no encontrará aquí valoraciones sobre la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, política y social en Cataluña, ni sobre si debiera celebrarse un referéndum de independencia en Cataluña dentro del marco legal vigente en España.

			Además de evitar temas que podrían confundir el debate, este enfoque es un ejercicio de pragmatismo necesario: hay muchos puntos de la política en España sobre los que no estamos de acuerdo entre nosotros. Por eso, este libro solo ha sido posible al centrarnos en los aspectos económicos y los datos, dejando de lado nuestras inclinaciones personales.

			A la vez, a lo largo de todo el libro, nos veremos obligados a evaluar el acuerdo PSC-ERC, lo que nos llevará a expresar abiertamente nuestras opiniones sobre cuestiones de justicia distributiva en España. Si el lector no comparte nuestras conclusiones (o piensa que Cataluña no debería ser parte de España), esperamos que valore nuestro esfuerzo por presentar el análisis y los datos de la manera más sobria y rigurosa posible. Al menos, el lector sabrá con precisión en qué puntos sus opiniones divergen de las nuestras, y por qué. Eso, en sí mismo, ya representa un gran avance en un debate tan emborronado como el de la financiación autonómica.

			La segunda advertencia es que siempre trataremos de utilizar los datos más recientes disponibles. Por supuesto, no podemos evitar recurrir a cifras, aunque sería mucho más cómodo limitarnos a un relato narrativo. Sin embargo, la única manera de acercarnos a la realidad es presentar datos concretos, tomados de fuentes oficiales, no inventados. Como veremos a lo largo del libro, en el ámbito de la financiación territorial hay muchas cifras clave cuya procedencia resulta, cuanto menos, incierta. Los casos más obvios son el «cálculo» del cupo vasco y la aportación navarra, pero no son ni mucho menos los únicos.

			En nuestro caso, siempre utilizamos fuentes oficiales o elaboraciones directas a partir de series oficiales, como RegData de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada, en adelante, FEDEA, e indicamos claramente de dónde provienen los datos. Algunos de ellos serán de 2022, otros de 2023 e incluso habrá alguno de principios de 2024. Lo ideal, por supuesto, hubiera sido poder emplear los datos de 2024, el último año completo mientras escribimos estas páginas, pero no todos los datos están disponibles.17 

			La otra posibilidad era emplear siempre datos de 2022, pero no es el mejor año de comparación por estar todavía parcialmente afectado por la recuperación de la pandemia de COVID-19. En todo caso, ninguno de nuestros argumentos depende mucho de emplear los datos de 2023 o 2024 (o incluso los datos de años anteriores excepto, claro, 2020-2021 por el efecto de COVID-19). Los grandes trazos del sistema y sus consecuencias no han variado en exceso en la última década y nada de sustancia depende de si un porcentaje de población es, pongamos, 16,5 % o 16,6 %.

			La tercera advertencia es que muchos de los detalles del acuerdo PSC-ERC todavía están por definirse. El texto del acuerdo carece de precisión suficiente para prever todas sus consecuencias. Podría pasar que lo que por fin se vote en las Cortes y lo que se cumpla en la práctica (que en España no siempre es lo mismo), difiera significativamente de lo escrito en el acuerdo. Por ello, ante ambigüedades o falta de detalle, nos guiaremos por lo que, en la clásica expresión del derecho español, se denomina «nuestro leal saber y entender».

			Asimismo, el lector debe tener en cuenta que no disponemos de datos detallados sobre gasto y recaudación (ni del tiempo necesario para analizarlos con exhaustividad en caso de tenerlos) que nos permitan ajustar todas las cifras que presentaremos con absoluta certeza. Sin embargo, creemos que esto no es crucial. Para una persona, cien millones de euros es una cifra casi incomprensible; en el contexto de las cuentas públicas, es un error de redondeo casi irrelevante.

			La cuarta advertencia es que en el libro trataremos de muchos temas, pero siempre a nivel exclusivamente personal. Nuestras opiniones son nuestras y pueden no compartirse por las diversas instituciones de las que formamos parte. En particular, Francisco es miembro de la Asociación de Inspectores de Hacienda y en varias ocasiones emplearemos informes y declaraciones de varios de sus portavoces. Pero la interpretación de estas es nuestra y solo nuestra.

			La factura de los privilegios territoriales

			El principio rector de este libro es la claridad, desde el título hasta los apéndices. Ante la mutación más importante de nuestro sistema constitucional desde 1978, muchas cuestiones ni siquiera se debaten simplemente porque no se entienden. Por eso, tras explicarlas, nuestro análisis partirá de un hecho evidente: el acuerdo PSC-ERC para establecer «un sistema de financiación singular que avance hacia la plena soberanía fiscal» es un concierto económico en todo salvo en el nombre.

			

			En un régimen de concierto, el Estado no recauda los principales impuestos en un territorio, sino que recibe un «cupo» (llamado «aportación» en Navarra, pero idéntico en esencia). Este cupo es la «contribución» de las haciendas forales a los gastos generales del Estado, junto con la compensación por los servicios que el Estado presta en el territorio foral (País Vasco o Navarra) y que no asume la comunidad autónoma.

			Casi por definición, un concierto en una región rica reduce la solidaridad de sus habitantes con el resto del país. Pero la realidad, como veremos, es aún peor: el País Vasco y Navarra, a pesar de ser la segunda y tercera regiones más ricas de España, no solo no contribuyen a la solidaridad interterritorial, sino que reciben recursos fiscales del resto de España (cuyas regiones, salvo Madrid, son más pobres).

			Incluso si un cupo catalán no llegase a ser negativo, como el vasco o la aportación navarra, seguiría siendo un privilegio para la administración autonómica catalana. El «aumento sustancial de la financiación» de la Generalidad, que es el objetivo fundamental del acuerdo PSC-ERC, significará que Cataluña esté mejor financiada que el resto de las comunidades autónomas del régimen común y esta financiación extra la pagarán los demás contribuyentes. Por eso titulamos el libro «La factura del cupo catalán». 

			Algunos periodistas y políticos han negado la existencia de esta factura con afirmaciones como «se va a mejorar la financiación de todas las comunidades autónomas». Eso solo puede significar que se van a aumentar sustancialmente los impuestos, actuales o futuros (vía déficit), de los contribuyentes del resto de España. La otra alternativa es un recorte sustancial de las pensiones. Como detallaremos, la Administración Central no gestiona un presupuesto lo bastante amplio como para que, aunque su actividad se redujese a cero (lo que es inviable), pudiese financiar un cupo catalán al estilo vasco-navarro sin tocar las pensiones. Los recursos proceden de alguna parte, y por eso el principio contable más antiguo es el de partida doble: cualquier aplicación de fondos tiene un origen.

			Sin embargo, aunque la factura más evidente es la derivada del reparto de los impuestos, no es la única. Descoyuntar un sistema fiscal tampoco es gratis. Una de las consecuencias más nocivas del acuerdo PSC-ERC de «financiación singular» es la fragmentación de la Agencia Tributaria del Estado. El resultado será un sistema fiscal menos eficiente, más caro y con más fraude, y una economía política más envenenada en toda España. Esto tiene consecuencias que terminan pagando los ciudadanos, empezando por los catalanes. 

			Finalmente, el acuerdo PSC-ERC, al transformar la solidaridad de un concepto aplicado a nivel de contribuyente individual a uno que se aplica a un territorio (en este caso, Cataluña) nos retrotrae a una concepción feudal de la política. En este modelo, los sujetos de derecho no son los ciudadanos individuales creados por la Revolución francesa y el Estado moderno, sino una multiplicidad de jurisdicciones construidas alrededor de argumentos historicistas de raíz carlista. Las consecuencias en el largo plazo de abandonar el concepto de ciudanía individual son incalculables y, quizás, más costosas que la factura económica. Por eso hemos subtitulado el libro «privilegios territoriales frente a ciudadanía».

			Una guía del libro

			Concluimos este capítulo introductorio con una breve descripción del resto del libro. Hemos diseñado su estructura para permitir que se lea de dos maneras diferentes. Una primera lectura es la tradicional, de manera continua desde el capítulo 2 hasta el apéndice 2. Pero también es posible una lectura modular, yendo directamente a los capítulos que interesen más a cada lector si este ya conoce el material presentado en los anteriores o no está tan interesado en ello.

			El capítulo 2 explica cómo está organizada España territorialmente, describiendo con brevedad lo que establece la Constitución de 1978 al respecto y, lo que es casi más importante, cómo se implementó el sistema en la práctica. El capítulo también discute varios índices internacionales de descentralización territorial para demostrar que España ya es uno de los países más descentralizados del mundo. Este capítulo establece el marco analítico básico para el resto del libro, aunque es posible que muchos lectores ya estén familiarizados con esta organización.

			El capítulo 3, uno de los más extensos, repasa la compleja historia que nos ha llevado a esta estructura territorial. En este capítulo, hemos tratado de resistir la tentación de extendernos en exceso, pero el debate actual solo puede entenderse bien en el contexto de nuestro legado histórico y de una inherente contradicción en el corazón del sistema entre el deseo de «singularidad» del País Vasco y Cataluña y las aspiraciones de las demás comunidades autónomas a un tratamiento igualitario.

			El capítulo 4 describe, a grandes trazos, nuestro sistema tributario, y el capítulo 5 en qué nos gastamos lo que recaudamos con él y algo más, pues en casi todos los años desde comienzos de la década de 1970 el conjunto de las administraciones públicas en España ha tenido un déficit. Estos dos capítulos, aunque por necesidad tienen que incluir muchas cifras, son claves, pues nos dan los órdenes de magnitud que manejaremos en el resto del libro. Mucha de la confusión existente en España sobre la financiación autonómica (o la política fiscal en general) es que la gente no maneja los pesos relativos en el gasto público, por ejemplo, de las pensiones con los sueldos de los empleados del Estado.18 Tampoco se manejan, desafortunadamente, los ingresos que se pueden obtener de los diversos impuestos, ni el coste recaudatorio de las diversas medidas que se proponen.

			Los capítulos 6 y 7 presentan el sistema de financiación de las comunidades autónomas, que en España se dividen entre las de régimen común (todas menos el País Vasco y Navarra) y las forales (País Vasco y Navarra). Dedicaremos mucho espacio a explicar el concierto económico para el País Vasco y el convenio para Navarra y entender por qué llevan a unos resultados que nosotros valoramos como ineficientes, costosos e injustos. Existen también peculiaridades para Canarias, Ceuta y Melilla, pero les dedicaremos menos espacio por ser menos relevantes para nuestro argumento y porque además no creemos que, sin ser perfectas, sean injustas. En todo caso el lector aprenderá con estos dos capítulos lo complejo y opaco que es nuestro sistema de financiación autonómico, dos problemas fundamentales del mismo que requieren ser solucionados cuanto antes. 

			Los capítulos 8 a 13 son el núcleo del libro, y en ellos analizamos a fondo el acuerdo PSC-ERC. El capítulo 8 aborda los aspectos fiscales del acuerdo como base para los capítulos siguientes. En el capítulo 9 explicamos por qué dividir la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT, o Agencia Tributaria) es una mala idea. El capítulo 10 examina la aspiración de crear un espacio fiscal propio para Cataluña. En el capítulo 11 estimamos la financiación extra que podría obtener la Generalidad y destacamos el problema de inconsistencia temporal que se introduce de forma deliberada en el sistema. El capítulo 12 analiza el principio de ordinalidad que define el acuerdo y sus posibles efectos. Finalmente, el capítulo 13 cierra esta parte con una discusión sobre crecimiento, inversión del Estado y deuda autonómica en Cataluña, un tema muy debatido en los medios.

			El capítulo 14 tratará sobre la Comunidad de Madrid y cómo su creciente peso en la economía de España desestabiliza el sistema de financiación autonómica.19 Afrontar cómo «manejar» el crecimiento de Madrid es un reto fundamental para todos, tanto en Madrid como en el resto de España y merecería un libro entero, pero dejaremos ese reto para el futuro. El capítulo 15 compara los presupuestos de la Generalidad de Cataluña y la Comunidad de Madrid. Esta comparación nos permitirá defender una de nuestras ideas fundamentales: que el problema de Cataluña no es que esté infrafinanciada, es que gasta en exceso y que lo lleva haciendo desde hace mucho tiempo.

			El capítulo 16 cierra el libro con unas conclusiones y una propuesta de reforma del sistema de financiación territorial español. Más en concreto, propondremos un decálogo de reformas para el sistema de financiación del régimen común y ocho para el sistema foral.

			En España se habla mucho de «federalizar», sin que se sepa muy bien qué significa. «Federal» es uno de esos términos jurídicos indeterminados (la idea de unbestimmte Rechtsbegriff que le hemos tomado prestada a la ciencia jurídica alemana) que gustan mucho porque cada uno puede interpretarlos como mejor les parezca para su propio provecho. 

			Decenas de veces nos hemos encontrado en debates donde uno de los ponentes anunciaba, con toda la seriedad posible, que la «solución» para los problemas de España era su «federalización» para luego darnos cuenta de que, cuando se preguntaba al ponente cuáles eran los pasos concretos para tal federalización, solo había propuestas vagas o poco factibles. O, lo que es peor, demostrando no conocer cómo funcionan los sistemas federales «realmente existentes». 

			Por eso el libro contiene dos breves apéndices describiendo dos sistemas fiscales explícitamente federales, el de Estados Unidos, paradigma de una unión federal, y el alemán, que es mencionado muchas veces en el debate en España, quizás por el prestigio que Alemania sigue teniendo en nuestro país y la influencia que la ciencia jurídica alemana ha tenido por mucho tiempo en las facultades de derecho patrias. 

			Ambos sistemas, por mucho que compartan el nombre de «federales» tienen poco que ver entre ellos. En Estados Unidos, hay un alto grado de autonomía de los estados, que lleva a resultados muy desiguales. En Alemania, hay un federalismo «cooperativo» que argumentaremos que en la práctica se parece mucho al sistema que tenemos en España (salvo las excepciones forales). 

			Pero comprobaremos que, en ambos casos, los estados federales «realmente existentes» poco tienen que ver con lo que hay en el País Vasco y Navarra o con la propuesta «financiación singular» de Cataluña. Aunque, por razón de espacio no discutiremos otros estados federales, el mismo argumento se puede presentar para todos ellos: lo de la «financiación singular» (o el sistema foral vasco-navarro) no existen por ninguna parte. Son los mismos creadores del sistema vasco los que presumen de que lo suyo es único en el mundo.

			Como dirían Josep Borrell y Joan Llorach, el argumento de que la «financiación singular» es un paso para «federalizar» España es un «cuento».20 De lo que se trata es de crear una confederación asimétrica. Este modelo era el ideal de los carlistas en el siglo XIX: conservar los privilegios territoriales heredados de la Edad Media. Ahora toca actualizar la terminología; aunque en el fondo lo que se persigue es un cupo carlista adaptado al siglo XXI, se le llama financiación singular.

			2. 
¿CÓMO ESTÁ ORGANIZADA ESPAÑA TERRITORIALMENTE?

			Las administraciones públicas españolas están organizadas en tres niveles territoriales: el Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales (ayuntamientos, diputaciones, cabildos y consejos insulares).21

			Esta organización territorial es compleja pero no es nueva. No es nueva porque sus orígenes últimos vienen de la fragmentación de los diferentes reinos cristianos de la Península durante la Reconquista y la posterior conquista de las Islas Canarias. Desde la llegada de Felipe V en 1700 y la construcción del moderno Estado liberal en el siglo XIX hasta la Constitución de 1978 hubo un fuerte proceso de centralización política (solo interrumpido durante la Segunda República). Sin embargo, incluso durante la dictadura de Franco, Álava y Navarra mantuvieron sus regímenes fiscales forales.22 Por esta continuidad histórica, la Disposición Adicional primera de la Constitución, a la que regresaremos muchas veces en este libro, «ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales». 

			Y España, al contrario que otros países europeos como Francia o Alemania, nunca ha tenido un derecho civil unificado.23

			Tampoco es una estructura territorial inusitada. Muchos países, desde Estados Unidos a Bélgica, presentan estructuras territoriales aún más complejas que la española. En Estados Unidos, además del gobierno federal y los estados, existe un enjambre de condados, municipios, zonas no incorporadas y distritos escolares a menudo indescifrable incluso para sus propios habitantes. En Bélgica, además del gobierno federal, existen cuatro áreas lingüísticas, tres comunidades (flamenca, que habla neerlandés, valona, cuya lengua es el francés y la germanófona), tres regiones (Flandes, Valonia y la Región de Bruselas), diez provincias, 43 distritos y 581 municipios, todo ello en un país con una extensión un poco menor que la de Andalucía.

			En las próximas páginas, describiremos a grandes rasgos el sistema territorial de España y analizaremos su génesis constitucional. Prestaremos especial atención a cómo el sistema actual, compuesto por 17 comunidades autónomas con amplias competencias, acabó siendo muy diferente de lo que muchos habían imaginado en el momento constituyente, debido a una serie de acontecimientos políticos centrados en Andalucía.

			Estos dos temas son muy desconocidos para muchos españoles, en especial entre quienes tienen menos de cincuenta años y no los vivieron en primera persona o eran demasiado jóvenes para comprender lo que ocurría. Este desconocimiento es aprovechado por los partidos políticos para distorsionar el debate e impedir una discusión racional sobre las posibles mejoras del sistema. Además, resulta imposible entender el actual sistema de financiación autonómica sin familiarizarse con el proceso de construcción de lo que se ha denominado el «Estado autonómico».

			El sistema territorial

			Como mencionábamos al principio de este capítulo, en España tenemos el Estado, las comunidades autónomas y las administraciones locales.

			El Estado está compuesto por los órganos constitucionales o de relevancia constitucional (la Casa de S.M. el Rey, las Cortes Generales, el Tribunal Constitucional, etcétera.); la Administración General del Estado (a grandes trazos, los ministerios, los organismos autónomos y las autoridades administrativas independientes) y la Seguridad Social.24 

			Como veremos enseguida, el gasto de la Seguridad Social (aunque no su personal) es tan significativo que, para facilitar nuestras explicaciones, la separaremos del resto del Estado. A este último nos referiremos, de forma simplificada y con cierto grado de imprecisión, como la Administración Central, que es como se conoce a la Administración General del Estado. Por otro lado, los presupuestos de los órganos constitucionales o de relevancia constitucional son tan pequeños dentro del conjunto del gasto público que, al sumarlos con el resto del Estado, como haremos aquí, se simplifica la exposición sin alterar sustancialmente nuestras conclusiones.25

			Las comunidades autónomas incluyen las 17 comunidades que surgieron de la Constitución (volveremos a este proceso en unas páginas) y las dos ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, que son entidades de características intermedias.

			Las administraciones locales comprenden los 8.132 municipios, 38 diputaciones provinciales (en principio, una por provincia, salvo en las comunidades autónomas uniprovinciales, que absorbieron e integraron la estructura de las diputaciones, como en Madrid o Murcia), siete cabildos insulares en las Islas Canarias y cuatro consejos insulares en las Islas Baleares. Existen además distintas organizaciones como mancomunidades de municipios y otras estructuras ad hoc. 

			Entre las diputaciones provinciales, es importante resaltar las tres diputaciones forales del País Vasco —Álava, Guipúzcoa y Vizcaya—, que disponen de un alto grado de autonomía normativa y administrativa basada en una rica herencia histórica y consolidada por la Ley de Territorios Históricos del País Vasco (Ley 27/1983).26 Regresaremos a ellas en el capítulo 7, cuando describamos los regímenes forales. La cuestión más relevante es que las diputaciones forales aprueban y recaudan casi todos los impuestos en el País Vasco, con los que se financian la autonomía y ellas mismas. En el régimen foral navarro, esto lo hace la propia comunidad autónoma bajo la denominación de Comunidad Foral de Navarra.

			El grado de descentralización de España

			

			Medir la descentralización de un país es algo bastante complejo. ¿Cómo se puede comparar la descentralización fiscal con la descentralización en el sistema educativo? ¿Es más importante la primera o la segunda? ¿Y cuáles son los motivos de estas importancias relativas? ¿Es más importante la gestión de una competencia o la regulación de esta?

			A pesar de ello, diferentes instituciones y grupos de investigación han intentado medir, de acuerdo con diversos criterios, los niveles de descentralización en un amplio abanico de países. Ninguno de estos índices es perfecto o satisfará a todos, pero al menos nos dan una idea de por dónde van las cosas.27

			Empecemos con dos índices elaborados por la Unión Europea: un índice de descentralización regional y otro de descentralización local. De los 27 países miembros de la Unión, España ocupa la segunda posición en el índice de descentralización regional, con un índice de 2.7 sobre 3. Solo nos supera Alemania, con un índice de 2.9.28 

			El índice global de descentralización regional se desglosa en tres subíndices: descentralización fiscal, descentralización administrativa y descentralización política. España es el segundo Estado miembro de la Unión Europea más descentralizado fiscal y administrativamente, solo detrás de Alemania, y el tercero en descentralización política, donde Alemania y Austria empatan en el primer puesto (Austria, sin embargo, está menos descentralizada en lo fiscal y en lo administrativo que España). Es decir, según el índice de la Unión Europea, España está más descentralizada regionalmente que dos estados federales, Austria y Bélgica.

			

			A nivel local, la Unión Europea considera que España está menos descentralizada, pero aún ocupa la sexta posición. Ahora nos adelantan países como Suecia, Letonia o Finlandia, en los que las entidades locales asumen muchas competencias que en España tienen las comunidades autónomas. Sin embargo, estos países del norte de Europa son estados unitarios, donde sus regiones tienen relativamente menos poderes que las comunidades autónomas en España. Compaginando los índices regionales y locales, la conclusión es que España es el país más descentralizado de la Unión Europea después de Alemania.

			Los resultados de los índices de la Unión Europea son similares a otros índices que incluyen a más países. Por ejemplo, el Índice de Autoridad Regional, que cubre a 96 países, coloca a España en 2018 (el último año de datos disponibles) como el cuarto país donde las regiones tienen mayor poder (35,60), solo por detrás de Alemania (37,67), Bosnia-Herzegovina (36,34) e India (35,60; India nos gana en el tercer decimal). Según este índice, las regiones españolas tienen más poder que los estados de Estados Unidos, los cantones de Suiza o las provincias de Canadá.29 

			Centrándonos en el tema principal de este libro, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) mantiene una base de datos de descentralización fiscal.30 Esta base de datos es compleja y es difícil resumirla, pues la OCDE no crea un índice sintético final. Pero un resumen de esta sugiere que España está algo menos descentralizada fiscalmente que Estados Unidos, Alemania y Canadá, aproximadamente igual de descentralizada que Australia y Suiza y más descentralizada que los demás países miembros de la OCDE.

			En resumen: aunque nuestra Constitución no dice «federal» en ningún sitio, todos estos índices nos dicen que hemos creado en la práctica una estructura cuasi-federal. Seamos al menos honestos cuando discutamos nuestra estructura territorial y reconozcamos la realidad ya existente.

			El tamaño relativo de las administraciones públicas
en España

			¿Cómo han llegado los índices anteriores a estas conclusiones? Un prerrequisito para entender el resto del libro es apreciar el tamaño relativo de cada uno de los niveles de las administraciones públicas en España.

			Fijémonos en 2022, las cifras más recientes existentes (aunque todavía provisionales).31 De cada 100 euros que se gastaron las administraciones públicas en España, la Administración Central se gastó 24; las comunidades autónomas, 32; las administraciones locales, 11,5, y la Seguridad Social, 32,5. Estas cifras nos enseñan varias lecciones. 

			Primero, los grandes centros de gasto en España son las comunidades autónomas y la Seguridad Social, que acaparan casi dos terceras partes del gasto total. No es esto una sorpresa. Las comunidades autónomas están a cargo de tres de los pilares fundamentales del Estado del bienestar: sanidad, educación y servicios sociales como la dependencia. La Seguridad Social se encarga del cuarto pilar fundamental, que son las pensiones. 

			

			Un mensaje que repetiremos a lo largo de este libro es que el gasto en protección social (fundamentalmente las pensiones), sanidad, educación y los intereses de la deuda pública consume casi el 70 % de todo el gasto público. En este aspecto, España no difiere mucho de otros países avanzados. El Estado moderno es, en esencia, un Estado del bienestar con un pequeño negocio accesorio de funciones clásicas del Estado (defensa, seguridad, etcétera). Mientras no se comprenda esta premisa fundamental, cualquier debate fiscal está destinado a llegar a un mal puerto.

			En segundo lugar, la financiación de las comunidades autónomas afecta, sobre todo, a la sanidad, educación y servicios sociales. Estas son partidas muy significativas y con gran impacto en la vida diaria de los ciudadanos. De hecho, buena parte de las tensiones del sistema actual proceden, en su causa última, de que cuando se diseñó, no se pensaba que las comunidades autónomas iban a asumir estas competencias o que el gasto en sanidad iba a crecer tanto como lo ha hecho a consecuencia del envejecimiento de la población y los avances tecnológicos en medicina.

			Esta descentralización también se nota en la distribución de empleo. El Boletín Estadístico del Personal al servicio de las Administraciones Públicas (BEPSAP), con datos actualizados a enero de 2024, informa de que el personal al servicio de las administraciones públicas se distribuye tal como refleja la tabla 1.1.32

			Es decir, solo el 17,86 % de los empleados públicos trabajan para el sector público del Estado, mientras que el 62,74 % lo hacen para las comunidades autónomas. Además, de los empleados del sector público del Estado, más de la mitad pertenecen a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Dicho de otra forma, si usted se encuentra al azar con un empleado público en la calle, tiene solo un 8 % de probabilidades de que sea un funcionario civil de la Administración del Estado.

			¿Cómo hemos llegado a una situación en la que los grandes centros de gasto y empleo públicos son las comunidades autónomas? Para entenderlo, debemos repasar el proceso autonómico que hizo posible la Constitución de 1978 y cómo este se desarrolló de una manera bastante diferente de la que muchos habían pensado.

			Tabla 1.1. 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Funcionario

						
							
							Laboral

						
							
							Otros

						
							
							Total

						
					

					
							
							Sector público del Estado

						
							
							413.865

						
							
							81.051

						
							
							35.188

						
							
							530.104

						
					

					
							
							Administración del Estado

						
							
							139.589

						
							
							80.538

						
							
							18.636

						
							
							238.763

						
					

					
							
							Ministerios

						
							
							61.745

						
							
							24.038

						
							
							8.244

						
							
							94.027

						
					

					
							
							Organismos autónomos

						
							
							41.936

						
							
							13.37

						
							
							9.686

						
							
							64.992

						
					

					
							
							Entidades públicas empresariales

						
							
							—

						
							
							23.071

						
							
							36

						
							
							23.107

						
					

					
							
							Agencias estatales

						
							
							8.642

						
							
							8.799

						
							
							518

						
							
							17.959

						
					

					
							
							Autoridades administrativas independientes

						
							
							870

						
							
							846

						
							
							47

						
							
							1.763

						
					

					
							
							Universidades públicas no transferidas*

						
							
							1.349

						
							
							1.031

						
							
							55

						
							
							2.435

						
					

					
							
							Otros entes de derecho público

						
							
							25.047

						
							
							9.383

						
							
							50

						
							
							34.480

						
					

					
							
							Fuerzas Armadas y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado

						
							
							263.851

						
							
							—

						
							
							12.813

						
							
							276.664

						
					

					
							
							Fuerzas Armadas

						
							
							116.411

						
							
							—

						
							
							5.833

						
							
							122.244

						
					

					
							
							Policía Nacional

						
							
							70.688

						
							
							—

						
							
							5.103

						
							
							75.791

						
					

					
							
							Guardia Civil

						
							
							76.752

						
							
							—

						
							
							1.877

						
							
							78.629

						
					

					
							
							Administración al servicio de juzgados y tribunales

						
							
							10.425

						
							
							513

						
							
							3.739

						
							
							14.677

						
					

					
							
							Sector público de las comunidades autónomas (CC.AA.)

						
							
							926.816

						
							
							246.796

						
							
							688.717

						
							
							1.862.329

						
					

					
							
							Administración General de las CC.AA.

						
							
							860.749

						
							
							137.125

						
							
							678.521

						
							
							1.676.395

						
					

					
							
							Universidades públicas transferidas a las CC.AA.*

						
							
							66.067

						
							
							109.671

						
							
							10.196

						
							
							185.934

						
					

					
							
							Sector público de la administración local

						
							
							198.145

						
							
							273.025

						
							
							104.919

						
							
							576.089

						
					

					
							
							Ayuntamientos

						
							
							173.198

						
							
							253.037

						
							
							84.702

						
							
							510.937

						
					

					
							
							Diputaciones, cabildos y consejos insulares

						
							
							24.947

						
							
							19.988

						
							
							20.217

						
							
							65.152

						
					

					
							
							TOTAL

						
							
							1.538.826

						
							
							600.872

						
							
							828.824

						
							
							2.968.522

						
					

					
							
							* Datos de 31 de diciembre de 2022. 

						
					

				
			

			3. 
¿CÓMO HEMOS LLEGADO A ESTA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL?

			Como señalamos en el capítulo anterior, el origen último de la organización territorial de España reside en la fragmentación de los diversos reinos peninsulares durante el proceso de la Reconquista en la Edad Media. La unión dinástica de las coronas de Castilla y Aragón en 1469 preservó instituciones separadas en los distintos territorios de ambas monarquías (que, a su vez, comprendían varias entidades diferentes agrupadas en siglos anteriores con multitud de jurisdicciones regias, señoriales y eclesiásticas). Las conquistas que siguieron (Granada, Navarra y América) añadieron mayor complejidad a la estructura compuesta de la Monarquía Hispánica. 

			Los intentos posteriores de centralización, como la Unión de Armas promovida por el conde-duque de Olivares en 1626, resultaron fallidos. Los Decretos de Nueva Planta (1707-1716) promulgados por Felipe V tampoco lograron una uniformización completa, pues dejaron al margen importantes instituciones de derecho civil en la antigua corona de Aragón y preservaron los fueros vasco-navarros. El espíritu de racionalización de la administración que circuló por toda Europa desde principios del siglo XVIII no llegó así a su culmen en España.

			

			Las dinastías austriacas y borbónicas demostraron mucha más capacidad de concentración de poder horizontal (en extensión territorial) que vertical (en control efectivo de los mecanismos del poder dentro de un territorio) a pesar de los crecientes recursos que la expansión horizontal otorgaba.

			La Revolución francesa y la creación
del Estado moderno

			Nuestra fragmentación territorial no era única en Europa. Por muchos motivos, Europa ha estado siempre dividida en múltiples organizaciones políticas de la más variada configuración, desde el Sacro Imperio Romano Germánico (una confederación de entidades que evolucionó profundamente desde Carlomagno hasta su abolición en 1806 por Napoleón) hasta las pequeñas ciudades-estado italianas, algunas no mayores que unas pocas decenas de kilómetros cuadrados (como la todavía hoy existente República de San Marino). 

			Incluso dentro de los estados de mayor extensión, como Francia, existían una multitud de provincias y jurisdicciones con enormes diferencias en su administración y fiscalidad y numerosas barreras internas al comercio. Por ejemplo, en la Francia del Antiguo Régimen, mientras que Bretaña era un pays d’état con cierta autonomía fiscal, el Franco Condado era un pays d’imposition con una fiscalidad directamente controlada por el rey.

			La fragmentación territorial de Europa cambió con la Revolución francesa. Una prioridad de los revolucionarios fue la uniformización política de Francia, cuyo mejor ejemplo lo representa la creación el 26 de febrero de 1790 de los modernos departamentos como unidad administrativa básica. Incluso hoy en día no empleamos la palabra jacobino tanto para referirnos a posiciones republicanas radicales como para aludir a un impulso de centralización extrema.33 

			Este proceso de centralización y de creación de un Estado moderno (en oposición a las monarquías del Antiguo Régimen) fue completado por Napoleón e imitado por toda Europa, en parte como consecuencia de su imposición por el ejército francés, pero, en mayor medida, porque permitía la creación de estados con mayores capacidades. Por ejemplo, los estados con alto nivel de uniformización podían recaudar más impuestos y reclutar ejércitos más números, necesarios para la supervivencia de una entidad estatal en la era de la levée en masse.34 

			

			Desde el punto de vista económico, la eliminación de barreras arancelarias internas o de diferencias en la regulación posibilitaba la creación de un mercado interno de mayor tamaño, algo imprescindible para el crecimiento económico moderno, que requiere de economías de escala suficientemente grandes.35

			La construcción del Estado moderno en España

			La Guerra de Independencia española (1808-1814) y la pérdida de la mayoría de las colonias americanas (1809-1829) destruyeron la estructura tradicional de la Monarquía Hispánica. Como señaló Leandro Prados de la Escosura, había que pasar «de imperio a nación» y construir un Estado moderno de corte liberal.36

			Este proceso de construcción era complejísimo. Trescientos años de imperio colonial habían desaparecido casi por completo de la noche a la mañana, la hacienda pública se encontraba en una situación límite, décadas de desorden habían disuelto la estructura administrativa, las Fuerzas Armadas estaban reducidas casi a la nada y las élites españolas estaban dividas acerca de la estrategia constitucional que ese nuevo Estado debía seguir.37 

			Esta división se demuestra en la Primera Guerra Carlista (1833-1840), una guerra civil de cuya magnitud a menudo los españoles no somos conscientes. Los 120.000-140.000 muertos fueron aproximadamente el 1,1 % de la población de España en aquel momento (que estaba algo por encima de 11 millones).38 

			En la Primera Guerra Carlista se dirimían muchos temas más sustanciales que la mera disputa dinástica entre el infante don Carlos María Isidro y la futura reina Isabel II. Estos incluían la relación entre el Estado y la Iglesia católica, la extensión del poder real frente al de las élites progresistas y moderadas, o el origen de la legitimidad del poder. Pero un aspecto fundamental de disputa era la organización territorial de España, con los carlistas defensores férreos de los fueros tradicionales y sus redes asociadas de poder local, frente al intento liberal de uniformización administrativa representado por la división provincial de Javier de Burgos en 1833. No es casual que los municipios con más voto nacionalista en las elecciones generales de 2023 (País Vasco, norte de Navarra y Cataluña interior) fueran tres de los núcleos duros de apoyo al carlismo. En sentido contrario, llama la atención que la mucho menor fuerza electoral del nacionalismo en Galicia coincida con la ausencia de actividad carlista de importancia en esa región durante el siglo xix.39

			La victoria de las fuerzas isabelinas posibilitó la construcción de un Estado moderno que intentaba imitar al francés, en especial en su estructura administrativa, pero de mucha menos estabilidad que la de sus homólogos europeos, menos capacidad impositiva, menos capacidad de suministrar bienes públicos (como infraestructuras) y menos capacidad para mantener unas Fuerzas Armadas de primer orden internacional. España se convirtió, y sigue siendo, en un Estado de segunda división que importa poco en el mundo.40

			Desde la perspectiva de este libro, donde más se notó esta baja capacidad estatal fue en dos aspectos. Primero, en la educación, que quedó en buena medida controlada por la Iglesia católica y con unos bajos índices de escolarización. La creación del ciudadano «francés» que se produce durante el siglo xix gracias al sistema educativo y el servicio militar, es especial con la llegada de la Tercera República, nunca se produjo en España.41 

			Solo hay que comparar el peso electoral del nacionalismo en Francia con su peso en España. Por ejemplo, el nacionalismo vasco únicamente obtuvo el 13 % de los votos y ningún diputado de la Asamblea Nacional en las últimas elecciones legislativas (2022) donde se presentó en solitario en el País Vasco francés. Y los Pirineos Orientales (el antiguo Rosellón, o Catalunya Nord, como le gusta al nacionalismo catalán llamar a este departamento) son uno de los baluartes de la Agrupación Nacional de Le Pen: los cuatro diputados del departamento son miembros de este partido furiosamente francés.

			Segundo, que la Primera Guerra Carlista no terminó con una victoria y la imposición de la unidad constitucional que buscaban los liberales, sino con un compromiso: el abrazo de Vergara de 31 de agosto de 1839. El ar­tícu­lo primero del convenio entre el general isabelino Espartero y el general carlista Maroto establecía que: «El capitán general Don Baldomero Espartero recomendará con interés al gobierno el cumplimiento de su oferta de comprometerse formalmente a proponer a las Cortes la concesión o modificación de los fueros».

			Dado que el verdadero poder fáctico en España en aquel momento eran las bayonetas de Espartero, esta «recomendación con interés» era una orden a las Cortes.42 Por eso el convenio quedó plasmado en la breve Ley de Confirmación de Fueros de 25 de octubre de 1839 (se conserva la ortografía de la época):

			Ar­tícu­lo 1.° Se confirman los fueros de las provincias Vascongadas y de Navarra, sin perjuicio de la unidad constitucional de la monarquía.

			Art. 2.° El Gobierno, tan pronto como la oportunidad lo permita, y oyendo antes á las provincias Vascongadas y á Navarra, propondrá á las Cortes la modificación indispensable que en los mencionados fueros reclame el interés de las mismas, conciliado con el general de la nación y de la Constitución de la monarquía, resolviendo entre tanto provisionalmente, y en la forma y sentido expresados, las dudas y dificultades que puedan ofrecerse, dando de ello cuenta á las Cortes.

			Esta ley llevó a la Ley Paccionada Navarra de 1841, ley formalmente vigente hoy en día, y que, a pesar de eliminar muchas de las instituciones que eran propias de Navarra (por ejemplo, su condición de reino y la asociada Diputación del Reino), aseguró el régimen de convenio foral fiscal que discutiremos en el capítulo 7.43

			En el caso de las tres provincias vascas, la búsqueda de un «acuerdo foral» fue, por muchos motivos, imposible y, la Ley de abolición de los fueros vascos de 21 de julio de 1876 terminó con décadas de provisionalidad jurídica.44 Sin embargo, la fuerte oposición a la ley en el País Vasco llevó a una retracción parcial de la misma y a la creación, en 1878, del concierto económico con Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. Como muchas veces ocurre en el acontecer histórico, accidentes que se consideraron coyunturales terminan convirtiéndose en permanentes. También volveremos a este tema en el capítulo 7. 

			Un Estado moderno más capaz, para bien o para mal, habría creado muchos más ciudadanos «españoles» en todo el territorio, derrotado de manera decisiva al carlismo en 1840 y alcanzado la «unidad constitucional» y la codificación completa y uniforme del derecho civil.

			A la vez, tampoco se debe juzgar la construcción del Estado liberal como un fracaso absoluto desde la perspectiva de sus impulsores: en 1978, España era un país de renta media-alta que había sobrevivido a adversidades que se habían llevado por delante a muchos otros estados europeos.

			Las largas décadas de inestabilidad

			El final de la Primera Guerra Carlista en 1840 garantizó que la construcción del Estado moderno de baja capacidad fuera irreversible, pero no trajo estabilidad política a España, que vivió una rápida sucesión de constituciones. A la Constitución de 1837 le siguió la de 1845, una non nata en 1856 y otra en 1869. 

			Para nuestra narrativa, la más interesante fue el proyecto de constitución de 1873, al final del Sexenio Democrático (1868-1974), que creaba una República Federal de diecisiete estados miembros: Andalucía Alta, Andalucía Baja, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cataluña, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia y Regiones Vascongadas.45 Por primera vez, se planteaba con cierta verosimilitud una estructura territorial de una España moderna con un alto grado de descentralización.

			Sin embargo, la situación caótica en la que estaba sumida España en ese momento impidió ningún desarrollo legislativo de importancia. La República Federal solo vivió del 8 de junio de 1873 hasta el gobierno de Castelar de 7 de septiembre de 1873 (o, si uno quiere extender la experiencia lo más posible, hasta el golpe de estado de Pavía de 3 de enero de 1874). Fueron además unos meses que no ayudaron precisamente a ganar adeptos al federalismo. La rebelión cantonal, con su famoso foco en Cartagena, hizo que muchos asociaran el federalismo con el caos y la revolución. Como otras veces en nuestra historia, el maximalismo de unos pocos impidió encontrar una alternativa razonable a la dinastía borbónica, aunque no fuera la ideal.

			La aparición de los nacionalismos catalán y vasco

			Tras la Restauración de 1874, parte del federalismo en Cataluña, liderado por Valentín Almirall, evolucionó hacia el catalanismo de izquierda.46 Al mismo tiempo, una mayoría del carlismo en Cataluña se transformó en el catalanismo de derecha que expresó en las Bases de Manresa de 1892 su aspiración a alcanzar un amplio autogobierno. Este proyecto se organizó políticamente en la Lliga Regionalista, partido que pronto se convirtió en hegemónico en el catalanismo hasta 1931, cuando se funda ERC. Las luchas entre dos visiones del catalanismo, una de izquierdas y otra de derechas, sobrevive hasta hoy, con las constantes disputas entre ERC y Junts.

			La Lliga Regionalista, liderada por Enric Prat de la Riba y Francesc Cambó, pronto comenzó una trayectoria electoral ascendente. En 1906, la Lliga formó Solidaritat Catalana, una coalición con otros partidos catalanistas, grupos republicanos y los varios restos del carlismo local, como respuesta al sometimiento a la justicia militar de las ofensas a la unidad de la patria, la bandera y el honor del Ejército que había establecido la ley de jurisdicciones.47 En las elecciones de 1907, Solidaritat Catalana obtuvo 41 de los 44 diputados elegidos en Cataluña. Desde 1907 a las últimas elecciones generales en 2023, el nacionalismo catalán ha tenido una presencia clave en Cataluña. 

			Es decir que, contra un mito muy extendido, el peso electoral del nacionalismo catalán es muy anterior a los efectos de la dictadura de Franco. Y, por otra parte, la derecha no nacionalista (PP y Vox) tiene mucho más apoyo hoy en Cataluña que lo que tuvo durante la Segunda República (representada por la Confederación Española de Derechas Autónomas, CEDA, y Derecha de Cataluña).

			Sin embargo, estos éxitos electorales del catalanismo tuvieron poco efecto en la organización territorial de España hasta 1931. El único cambio que merece la pena destacar fue la creación de la Mancomunidad de Cataluña, que combinó las cuatro diputaciones provinciales catalanas entre 1914 y 1925, pero que no recibió ninguna transferencia del Estado. El proyecto de estatuto de autonomía que elaboró la Mancomunidad en 1919 no llegó ni a debatirse en el Congreso y la presencia de miembros de la Lliga en los gobiernos del periodo final de la restauración fue efímera.48

			El nacionalismo vasco moderno es algo más tardío. Su fecha de nacimiento «oficial» es el Domingo de Resurrección de 1882 cuando, según la probablemente falsa narrativa del Partido Nacionalista Vasco (PNV), Luis Arana «convirtió» a su hermano Sabino del carlismo al nacionalismo. Este es el día que el PNV todavía conmemora con el Aberri Eguna cada año desde 1932.49 

			Además, el PNV no se presentó a las elecciones generales hasta 1918 (como Comunión Nacionalista Vasca), ya casi al final de la Restauración. Durante todas estas décadas el nacionalismo vasco tuvo que lidiar con unos remanentes del carlismo mucho más vivos en Álava, Guipúzcoa y Navarra que en Cataluña, lo que limitó su efectividad política. El componente «vizcaíno» del PNV aparece, pues, desde el primer momento. 

			Finalmente, debemos recordar que ya era el caso en la época de la Restauración que el peso demográfico de Cataluña en el conjunto de España era mucho más grande que el del País Vasco y Navarra. Cualquier cambio institucional o electoral en Cataluña, por necesidad, tiene un impacto mucho más grande en el resto de España que similares cambios en el País Vasco y Navarra.

			El Estado integral de la Segunda República

			La proclamación de la Segunda República puso el problema de la organización territorial en primer plano. El 14 de abril de 1931, el mismo día que se proclamaba la república en muchas ciudades, Francesc Macià, líder de ERC, anunciaba: «En nombre del pueblo de Catalunya proclamo el Estado Catalán bajo el régimen de una República Catalana, que libremente y con toda cordialidad ansía y pide a los otros pueblos hermanos de España su colaboración en la creación de una Confederación de pueblos ibéricos...».

			El Gobierno Provisional de la República recondujo en los días siguientes la situación en Barcelona comprometiéndose a presentar en las Cortes Constituyentes un estatuto de autonomía para Cataluña elaborado por la Asamblea de Ayuntamientos Catalanes. A cambio, Macià aceptaba transformar su Estado catalán en una reconstituida Generalidad de Cataluña.50

			Esta promesa hacía imperiosa una nueva constitución que, de alguna manera, permitiera los estatutos de autonomía. Así que la Constitución de la Segunda República definía su ar­tícu­lo primero como: «La República constituye un Estado integral, compatible con la autonomía de los Municipios y las Regiones».51

			

			Esta definición se desarrollaba en el Título primero, Organización nacional, artículos 8 a 22. Después de tratar en los artículos 8 a 10 con los municipios, cabildos, entes insulares, provincias y norte de África, el ar­tícu­lo 11 establecía:

			Si una o varias provincias limítrofes, con características históricas, culturales y económicas, comunes, acordaran organizarse en región autónoma para formar un núcleo político administrativo, dentro del Estado español, presentarán su Estatuto con arreglo a lo establecido en el Ar­tícu­lo 12.

			En ese Estatuto podrán recabar para sí, en su totalidad o parcialmente, las atribuciones que se determinan en los artículos 15, 16 y 18 de esta Constitución, sin perjuicio, en el segundo caso, de que puedan recabar todas o parte de las restantes por el mismo procedimiento establecido en este Código fundamental.

			La Constitución de la Segunda República era mucho más clara con respecto al reparto de competencias entre el Estado central y las regiones que la de 1978:

			1. El ar­tícu­lo 14 enumeraba las materias de «exclusiva competencia del Estado español [en] legislación y la ejecución directa», entre las que se encontraba la «Hacienda general del Estado».

			2. El ar­tícu­lo 15 determinaba las materias en las que «corresponde al Estado español la legislación, y podrá corresponder a las regiones autónomas la ejecución, en la medida de su capacidad política, a juicio de las Cortes».

			3. El ar­tícu­lo 16 permitía que los estatutos de autonomía otorgaran a las regiones autónomas «la legislación exclusiva y la ejecución directa» en «las materias no comprendidas en los dos artículos anteriores».

			

			4. El ar­tícu­lo 18 establecía que: «Todas las materias que no estén explícitamente reconocidas en su Estatuto a la región autónoma se reputarán propias de la competencia del Estado; pero éste podrá distribuir o transmitir las facultades por medio de una ley».

			Esta estructura era relativamente sencilla, menos compleja que la de la Constitución de 1978 y hubiera imposibilitado el acuerdo PSC-ERC, al ser la hacienda general una materia reservada, en legislación y ejecución del ar­tícu­lo 15.

			La autonomía de Cataluña

			Solo Cataluña pudo alcanzar la autonomía prevista por al ar­tícu­lo 11 de la Constitución de la Segunda República antes del comienzo de la Guerra Civil. Sin embargo, la llegada a esta autonomía fue un camino tortuoso que, como enfatizaremos más tarde, recuerda a muchas de las experiencias de las últimas décadas. 

			El estatuto presentado por Macià en el verano de 1931, el Estatuto de Nuria (por el lugar de su redacción) desbordaba el proyecto de constitución discutido en aquel momento.52 El Estatuto, por ejemplo, proclamaba la autodeterminación de Cataluña (preámbulo); definía una nacionalidad catalana (ar­tícu­lo 9); incluía la posibilidad de que provincias adicionales se unieran a Cataluña, pensado claramente para incorporar a los otros «Países Catalanes», Valencia y Baleares, una aspiración ya en aquel entonces de buena parte del catalanismo (ar­tícu­lo 4); establecía el catalán como lengua oficial predominante (ar­tícu­lo 5) y enumeraba las competencias exclusivas del Estado (ar­tícu­lo 10). El Título IV, artículos 19 a 26, establecía de manera unilateral lo que era en la práctica un concierto económico entre el Estado y la Generalidad. En resumen, el proyecto creaba una confederación entre Cataluña y el resto de España.

			En consecuencia, el trámite parlamentario del proyecto fue agitado. Una parte de la cámara (tanto de derechas como de izquierdas) argumentó que el Estatuto era demasiado amplio.53 En el lado opuesto, los diputados nacionalistas catalanes defendieron que este proyecto era el resultado del ejercicio de derecho de autodeterminación de Cataluña, apoyado por un referéndum por los catalanes el 2 de agosto de 1931 y que debía ser la Constitución la que se ajustara al Estatuto de Nuria y no al revés.

			El resultado final, aprobado durante la resaca de la «Sanjur­jada»54 de 10 de agosto de 1932, dejó contentos a pocos. El Estatuto de septiembre de 1932 era un texto mucho más corto (18 artículos frente las 52 del proyecto de Nuria) y que eliminaba los aspectos más polémicos de la primera redacción.55 Las referencias a la autodeterminación de Cataluña, la ciudadanía catalana o la incorporación de nuevas provincias desaparecían, el bilingüismo queda bien delimitado y las competencias del Estado no se enumeraban. En cuanto a la hacienda catalana, la Generalidad se financiaría con un sistema de impuestos propios, impuestos cedidos por el Estado y la participación en los impuestos no cedidos que correspondiese al coste de los servicios que la Generalidad asumía en Cataluña. La aprobación del Estatuto fue seguida por las únicas elecciones autonómicas que vio la Segunda República, las del 20 de noviembre de 1932, y que ERC y sus aliados de izquierda ganaron de manera abrumadora.

			El Estatuto de autonomía apenas estuvo en vigor dos años, pues Lluís Companys, el presidente de la Generalidad, proclamó el 6 de octubre de 1934 que:

			[…] en nombre del pueblo y del Parlamento, el Gobierno que presido asume todas las facultades del Poder en Cataluña, proclama el Estado Catalán de la República Federal Española, y, al establecer y fortificar la relación con los dirigentes de la protesta general contra el fascismo, les invita a establecer en Cataluña el gobierno provisional de la República […].

			Tras recuperar el control de la situación con rapidez (aunque al coste de 46 muertos), el Gobierno de la República suspendió la autonomía de Cataluña. Esta suspensión continuó hasta la llegada al poder del Gobierno del Frente Popular, que restauró las instituciones autonómicas el 1 de marzo de 1936. 

			El comienzo de la Guerra Civil en julio de 1936 cambió de forma dramática la situación, con la Generalidad asumiendo buena parte de las funciones del Estado en Cataluña, o al menos las que las milicias populares armadas, principalmente anarquistas, no habían «conquistado» (aquí está el origen de los Sucesos de mayo de 1937). La derrota militar del banco republicano liquidó a la Generalidad y el Estatuto de 1932, aunque se mantuvo un inefectivo gobierno en el exilio hasta 1977.

			Los otros procesos autonómicos durante
la Segunda República

			El Estatuto del País Vasco fue tramitado más lentamente que el catalán por dos motivos. Primero, la discusión sobre la incorporación o no de Álava y Navarra a una región común vasco-navarra. Segundo, las relaciones con la Iglesia católica, con un proyecto que se separaba del laicismo de la Segunda República (el Estatuto de Estella de 1931) y un posterior proyecto que eliminaba la peculiaridad religiosa (el Estatuto de las Gestoras de 1932).56 Este último fue aprobado en referéndum el 5 de noviembre de 1933, aunque ya sin Navarra, que se había descolgado en junio de 1932, y sin alcanzar la mayoría del censo en Álava, en ambos casos ante todo por la oposición del carlismo al carácter laico del proyecto. 

			El proyecto quedó empantanado en las Cortes hasta la victoria del Frente Popular en febrero de 1936. El comienzo de la Guerra Civil en julio de ese año significó que el Estatuto, un escueto texto de catorce artículos aprobado en octubre de 1936, solo tuvo una vigencia muy corta en Vizcaya y parte de Guipúzcoa.57 La caída de Bilbao el 19 de junio de 1937 trajo el fin de la autonomía vasca. Además, los conciertos de Vizcaya y Guipúzcoa quedaron derogados (aunque no el de Álava o el convenio navarro) como «castigo» por no haberse unido estas dos provincias a la sublevación militar.

			Galicia también comenzó su proceso autonómico con un proyecto de estatuto aprobado por la mayoría de los municipios en diciembre de 1932. Las disputas internas entre los partidos gallegos y la ausencia de mayoría parlamentaria favorable al estatuto hasta 1936 supuso que el proyecto no se presentó a referéndum hasta el 28 de junio de 1936. Las Cortes de la Segunda República solo aprobaron el proyecto, ya de manera simbólica, en el exilio en 1945.58

			También hubo anteproyectos de estatutos de autonomía en Aragón y Valencia y embriones de proyectos en regiones como Andalucía y Cantabria. Dónde habría acabado la estructura territorial de la Segunda República de haber sobrevivido es imposible de saber, pero muchas de las dinámicas que describiremos en unas páginas que se sucedieron de 1978 a 1982 ya se apuntaron en los meses anteriores al comienzo de la Guerra Civil: primero una autonomía para Cataluña y el País Vasco, extensión luego a Galicia y, después, generalización a muchas más regiones.

			La dictadura y el regreso de la democracia

			El régimen de Franco no trajo novedad digna de mención en el tema de la organización territorial de España. La eliminación de las autonomías de Cataluña y el País Vasco y la derogación de los conciertos de Vizcaya y Guipúzcoa configuraron un Estado muy centralizado, pero con peculiaridades como el concierto alavés, el convenio navarro y los derechos civiles forales.

			Por otro lado, las reformas administrativas de la década de 1950, en especial las lideradas por Laureano López Rodó como secretario general técnico de la Presidencia del Gobierno, siguen marcando en buena medida la estructura de nuestras administraciones públicas.59

			

			El principal cambio con respecto a la Segunda República fue la aparición de la violencia terrorista en el País Vasco en 1961, que marcaría la transición a la democracia y la configuración del proceso autonómico. 

			La Constitución de 1978 y las comunidades autónomas

			La evidencia de una fuerte mayoría del electorado a favor de la autonomía en Cataluña y el País Vasco, con numerosas peticiones para reinstaurar sus estatutos de autonomía de la Segunda República, el aparente apoyo en muchas otras regiones de similares regímenes de autonomía y el problema terrorista en el País Vasco y Navarra hicieron que la organización territorial de España fuera un elemento central en el diseño de la Constitución de 1978.60

			El resultado fue un texto constitucional que establece la organización territorial del Estado en su Título VIII, que comprende los ar­tícu­los 137 a 158. Generaciones de estudiantes de derecho han experimentado en primera persona lo farragoso, contradictorio y ambiguo de este título, algunos de cuyos artículos son casi indescifrables. 

			En parte esta complejidad es consecuencia de las negociaciones entre los diferentes partidos durante su elaboración. Las visiones territoriales de Miquel Roca, el ponente de la Constitución por las minorías catalana y vasca, y de Manuel Fraga, el ponente por Alianza Popular, eran muy diferentes. Un articulado ambiguo era la mejor manera de concluir una negociación que contentase a casi todos y que dejase la puerta abierta a que pudiesen gobernar diferentes partidos en el futuro.61 Una constitución es un marco de convivencia, no un programa político. 

			Pero la complejidad del Título VIII también se debía a que los detalles de la organización territorial estaban todavía en el aire. ¿Se organizaría todo el territorio en comunidades autónomas o solo Cataluña, el País Vasco y Galicia? ¿Cuáles deberían ser las comunidades autónomas? ¿Iban a tener todas las comunidades autónomas las mismas competencias?

			Lo primero que debemos señalar es que la Constitución no obliga a la creación o mantenimiento de comunidades autónomas.62 El ar­tícu­lo relevante es el 143, que reconoce que ciertos territorios (como «provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes») puedan «acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas». 

			En 1978, muchos pensaron que este precepto quería decir que Cataluña, el País Vasco y Galicia serían comunidades autónomas con un alto grado de autogobierno y que Navarra vería mejorado su Ley Paccionada de 1841 (posibilidad amparada por la famosa Disposición adicional primera de la Constitución), pero que el resto de España permanecería quizás con un pequeño grado de descentralización administrativa, como el que tenía Italia en aquel entonces (el llamado Estado regional).

			De hecho, la Disposición transitoria segunda de la Constitución otorgaba una vía especial para «los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de Estatuto de autonomía y cuenten, al tiempo de promulgarse esta Constitución, con regímenes provisionales de autonomía», que eran, como hemos visto en páginas anteriores, Cataluña, el País Vasco y Galicia. Aunque por motivos políticos no se nombraban de forma explícita, estos eran los tres únicos territorios que celebraron referéndums autonómicos durante la Segunda República. Además, el Real Decreto-ley 41/1977, de 29 de septiembre, había restablecido provisionalmente la Generalidad de Cataluña (reconociendo así una continuidad histórica con la institución de la Segunda República); el Real Decreto-ley 1/1978, de 4 de enero, había creado el Consejo General del País Vasco, y el Real Decreto-ley 7/1978, de 16 de marzo, la Junta de Galicia.63 Pronto estas tres comunidades empezaron a llamarse «históricas», no porque las demás comunidades careciesen de historia sino por ser las únicas con historia de referéndum autonómico.64

			Para los demás territorios, la Constitución definía de forma implícita dos tipos de comunidades autónomas, las llamadas del «ar­tícu­lo 151», o vía rápida —que podían alcanzar rápidamente altas cotas de autogobierno— y las del «ar­tícu­lo 143», o vía lenta. Como el ar­tícu­lo 151 era oneroso, pues requería el voto favorable de una mayoría del censo (no de los votos totales) en todas las provincias de una potencial comunidad autónoma, Unión de Centro Democrático (UCD), el partido en el poder en aquel momento, esperaba que el resto de España fuera por el ar­tícu­lo 143.

			

			Esta descentralización asimétrica y limitada que UCD (y buena parte del PSOE) tenían en la cabeza pronto demostró ser imposible. Otras regiones, como Aragón y la Comunidad Valenciana, sin llegar a tener los movimientos nacionalistas que existían en Cataluña y País Vasco, sí que contaban con un sentimiento de identidad propio que era difícil de encajar con un sistema asimétrico. Muchos en las Islas Baleares y Canarias argumentaban, de manera sensata, que la insularidad creaba muchos retos administrativos que una autonomía más amplía podía afrontar. Pero la que de verdad rompió la baraja fue Andalucía.

			Andalucía o cómo ignorar la Constitución

			En Andalucía el movimiento proautonomía mezclaba el desencanto por el retraso histórico de la región (que una autonomía amplia prometía resolver, aunque nunca quedaba muy claro cómo), el miedo a ser considerados «ciudadanos de segunda» frente a Cataluña y el País Vasco, y el cálculo político del PSOE, liderado por Rafael Escuredo (el presidente de la Junta Preautonómica de Andalucía desde el 2 de junio de 1979), que le empujó a reclamar la vía rápida como ariete contra UCD. Rafael Escuredo llegó hasta protagonizar una huelga de hambre de 72 horas como protesta.65

			Así que, con el apoyo a la vía rápida de las ocho diputaciones provinciales andaluzas y el 97 % de los municipios, al gobierno de UCD no le quedó más remedio que convocar un referéndum sobre al acceso a la autonomía de Andalucía por la vía del ar­tícu­lo 151, y que se celebró el 28 de febrero de 1980. El PSOE y el PCE pidieron el «sí», y UCD y AP la abstención (o el voto en blanco).66 

			Aunque el resultado del referéndum fue favorable al «sí» (el 55,42 % del censo), el duro requisito del ar­tícu­lo 151.1 de la Constitución de votos favorables por encima del 50 % del censo no se alcanzó en Almería por ocho puntos porcentuales.67 Esto creaba un problema tremendo, pues implicaba que se requerirían cinco años antes de poder incrementar las competencias de Andalucía.

			En ese momento, se cometió uno de los pecados originales del sistema autonómico: se ignoró el precepto constitucional. Para ello la Ley Orgánica 12/1980, de 16 de diciembre modificó el ar­tícu­lo 8 de la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum.68 Lo que se añadió al ar­tícu­lo fue:

			Esto, no obstante la iniciativa autonómica prevista en el ar­tícu­lo ciento cincuenta y uno se entenderá ratificada en las provincias en las que se hubiere obtenido la mayoría de los votos afirmativos previstos en el párrafo anterior, siempre y cuando los votos afirmativos hayan alcanzado la mayoría absoluta del censo de electores en el conjunto del ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno.

			Previa solicitud de la mayoría de los Diputados y Senadores de la provincia o provincias en las que no se hubiera obtenido la ratificación de la iniciativa, las Cortes Generales, mediante Ley Orgánica, podrán sustituir la iniciativa autonómica prevista en el ar­tícu­lo ciento cincuenta y uno siempre que concurran los requisitos previstos en el párrafo anterior.

			La inconstitucionalidad del precepto era clara, pues el ar­tícu­lo 151.1 de la Constitución dice:

			No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del ar­tícu­lo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del ar­tícu­lo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

			Y, además, como el referéndum ya se había celebrado, se introdujo una disposición transitoria: «Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a los referéndum de ratificación de la iniciativa autonómica celebrados con anterioridad a su entrada en vigor y desde la vigencia de la Constitución».

			Es decir, se cambiaron las reglas ex post con todo descaro y Andalucía accedió a la vía rápida del ar­tícu­lo 151.69 

			El Tribunal Constitucional no pudo responder ante este asalto a la Constitución. Como es normal en la tradición jurídica de Occidente, el Tribunal Constitucional no tiene capacidad de actuación por iniciativa propia, sino que tiene que esperar a que se presente un recurso, en este caso por un posible recurso de inconstitucionalidad presentado por el presidente del Gobierno, el defensor del pueblo, cincuenta diputados, cincuenta senadores o los órganos ejecutivos y legislativos de las comunidades autónomas (cuando las disposiciones afecten a su autonomía). Como la Ley Orgánica 12/1980 fue consensuada entre las principales fuerzas políticas, nadie contrario a ella estaba legitimado para presentar tal recurso y ahí sigue la ley. Como ya ha pasado el plazo del recurso, no se puede hacer nada, excepto reformar la ley en las Cortes, algo que sigue sin interesar a ningún partido.

			La idea de tener a Cataluña, Galicia y País Vasco por un lado y los demás por el otro era ya imposible. Andalucía había movido el tablero. Una consecuencia directa, por ejemplo, fue que Canarias y la Comunidad Valenciana, a pesar de ir por la vía lenta de acceso a la autonomía, recibieron competencias equivalentes a las de las autonomías de la vía rápida gracias a dos leyes orgánicas de transferencias en materia de titularidad estatal y que, al menos en espíritu, violaban el marco constitucional.70

			La controvertida LOAPA

			Ante el caos provocado en Andalucía, el nuevo líder de UCD, Leopoldo Calvo Sotelo, anunció en su discurso de investidura del 18 de febrero de 1981 una reconducción del proceso autonómico: «Es, pues, preciso que, a la vez que se ahonda en el sistema autonómico, se pongan a punto y se perfilen técnicamente esas competencias exclusivas o compartidas del Estado, sin las cuales el sistema no funcionaría en los términos que la Constitución impone».71

			El intento de golpe de estado del 23-F, cinco días después, otorgó una prioridad máxima a este proceso (el tema territorial causaba mucha preocupación en las Fuerzas Armadas). UCD y PSOE alcanzaron un pacto autonómico el 31 de julio de 1981 basado en un informe de un grupo de expertos encabezado por Eduardo García de Enterría, el gran administrativista de su generación. Este pacto consagró el famoso «café para todos» que Manuel Clavero, ministro adjunto para las Regiones, había proclamado durante su mandato.

			Pero aún a pesar del acuerdo entre UCD y PSOE, no todo salió como lo previsto. Una pieza clave de este, la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, la famosa LOAPA, fue «tumbada» por el Tribunal Constitucional en respuesta a un recurso de Cataluña, el País Vasco y 50 diputados.72 El Tribunal Constitucional decidió que no podía ni ser ley orgánica, ni armonizadora y que buena parte del articulado era inconstitucional, pues otorgaba una primacía a las disposiciones estatales sobre las autonómicas que era de difícil encaje con el texto constitucional.73 El resultado final, una desdibujada Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, ya no podía poner puertas al campo.74 

			Así que la primera ronda de descentralización dejó siete comunidades autónomas con altos niveles de autogobierno (Andalucía, Canarias, Cataluña, Comunidad Valenciana, Galicia, Navarra y País Vasco) y diez con bajo nivel (Aragón, Asturias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla-León, Comunidad de Madrid, Extremadura, Islas Baleares, La Rioja y Murcia). Además, en 1995, se concedieron estatutos de autonomía a las ciudades de Ceuta y Melilla.

			Una segunda y tercera ronda de descentralización

			Cuando en 1987, cumplidos los cinco años requeridos por la Constitución, las comunidades de la vía lenta empiezan a poder reformar sus estatutos de autonomía para incrementar sus competencias era ya muy difícil políticamente negarles estas reformas. ¿Cómo se podía defender que Aragón tuviese menos autonomía que la Comunidad Valenciana? ¿O las Islas Baleares que Canarias?

			En 1992, un nuevo pacto autonómico entre el PSOE y PP —que había sucedido a UCD como partido hegemónico de la derecha— concedió esta equiparación de las distintas autonomías. Para 2001, sanidad y educación, los grandes centros de gasto público y las competencias que más afectan a la vida diaria de los ciudadanos, estaban ya traspasadas a todas las comunidades autónomas.

			Una tercera ronda de seis cambios en los estatutos de autonomía surge de manera un tanto inesperada en 2006-2007. El más importante de estos cambios fue el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006. El PSC de Pasqual Maragall vio en la elaboración de un nuevo estatuto más amplio que el de 1979 una oportunidad histórica de arrebatarle la bandera nacionalista a Convergència i Unió (CiU) y convertirse así en el partido hegemónico en Cataluña. A nivel nacional, esta hegemonía del PSC acarrearía una fortaleza electoral imprescindible a un PSOE que veía cómo su apoyo en Andalucía, Madrid y Valencia se iba reduciendo. Desde la perspectiva del PSOE, el camino a la Moncloa pasaba por el Palacio de la Generalidad.

			Por ello, Rodríguez Zapatero, líder y candidato del PSOE a la Presidencia del Gobierno en las elecciones generales previstas para 2004, lanzó su famosa frase: «Apoyaré la reforma del Estatuto que apruebe el Parlamento catalán», en el Palau Sant Jordi el 13 de noviembre de 2003, solo tres días antes de las elecciones autonómicas.

			Este compromiso con el nuevo estatuto del PSC posibilitó el Pacto del Tinell el 14 de diciembre de 2003 entre el PSC, ERC e Iniciativa per Catalunya/Verds para formar un gobierno tripartito que desalojase a CiU del gobierno de la Generalidad. El texto del acuerdo de gobierno comenzaba, de manera significativa, con la propuesta de elaboración de un nuevo estatuto y concluía, de manera aún más notoria, con el compromiso de no pactar con el PP en ninguna circunstancia.75 

			La gestión del nuevo estatuto fue larga y compleja, en buena medida por la necesidad de encajar el texto salido del Parlamento de Cataluña con la Constitución de 1978 (el paralelo con el proceso de elaboración del Estatuto de Autonomía de 1932 es sorprendente: en ambos casos llegó un proyecto que sin duda no cuadraba con el ordenamiento constitucional). A pesar de numerosos cambios en su tramitación parlamentaria, el Tribunal Constitucional consideró en 2010, después de cuatro años de retraso inexplicables, que buena parte del articulado no era constitucional o que debería ser interpretado de una manera ajustada a la jurisprudencia previa. 76 Dos años después comienza el procés soberanista en Cataluña, al que volveremos en el capítulo 8 y que no hace falta repasar en este capítulo.

			En todo caso quedó así frenada en seco la reforma de los estatutos, con resultados tan extraños como que el País Vasco continúa con su estatuto de 1979 y la Comunidad Autónoma de Madrid con el de 1983, pero Canarias tiene un estatuto de 2018.

			De manera paralela a todos estos cambios, también se vivió el proyecto del Estatuto Político de la Comunidad Libre asociada de Euskadi en 2004, el llamado Plan Ibarretxe, que pretendía un incremento muy sustancial (y anticonstitucional) de la autonomía vasca.77 Como este proyecto fue rechazado por el Congreso de los Diputados y no tuvo continuación, no lo discutiremos más.

			Un resultado inesperado

			Al final, y de manera accidental, nos encontramos con el sistema actual, en el que hay 17 comunidades autónomas y las dos ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. El proceso seguido de 1977 a 2024, y la experiencia parcial de la Segunda República, demuestran que el sistema sufre de una contradicción fundamental que nadie ha sabido resolver. 

			

			Cualquier nuevo grado de autogobierno que obtengan Cataluña y el País Vasco, siempre a la cabeza de las reivindicaciones, es muy difícil de limitar a estas dos comunidades. Pronto las comunidades «con sentimiento de identidad intermedio» —Andalucía, Aragón, Galicia y Valencia— quieren un trato similar al de Cataluña y el País Vasco. Una vez que estas lo obtienen, no queda mucho más remedio que generalizar el sistema a todas las otras comunidades. Pero, como Cataluña y el País Vasco quieren obtener un trato «singular» que demuestre su identidad propia, una vez que las otras comunidades han llegado al nivel de Cataluña y el País Vasco, estas dos comunidades piden nuevas competencias que las separe una vez más de las demás comunidades. Este proceso es inherentemente inestable y solo puede culminar con el vaciado completo de competencias del Estado central y la creación de una estructura territorial imposible de gestionar.

			4. 
¿CÓMO RECAUDAMOS? UN POCO 
DE CULTURA FISCAL BÁSICA

			La pregunta de cómo se financia el gasto público, tanto en España como en la mayor parte del mundo (salvo en países con recursos naturales extraordinarios, como los emiratos petroleros), tiene una respuesta sencilla: con impuestos. En última instancia, cualquier sistema de financiación territorial, ya sea autonómico o federal, no es más que un mecanismo para distribuir la recaudación de esos impuestos entre las diferentes administraciones públicas existentes en un territorio. Por tanto, antes de opinar sobre el reparto de los impuestos, es necesario explicar, aunque sea con brevedad, cuáles son los principales tributos en España y cuánto recaudan.

			Dado que, como anunciamos en el capítulo 1, este no es un libro dirigido solo a expertos, comenzaremos explicando qué son los impuestos y aclarando la maraña de conceptos similares que existen.

			¿Qué es un impuesto? Conceptos básicos

			

			El lenguaje nunca es neutral; tampoco en economía. No es lo mismo hablar de «hachazo», «confiscación» o «voracidad recaudatoria» que de «solidaridad», «justicia fiscal» o de «que pague más quien más tiene». Todos estos son términos que hemos visto para «atacar» o «explicar» una subida de impuestos. Sin embargo, para entender cualquier tema, es imprescindible acordar un lenguaje común lo más neutro y objetivo posible. Además, las figuras fiscales varían entre países, lo que a menudo nos obliga a aceptar cierto grado de imprecisión.

			Un impuesto se define como un pago obligatorio a una administración pública sin contraprestación directa. Este pago no genera derecho alguno. Un ejemplo paradigmático de esta figura legal es el IRPF, que se abona a la Agencia Tributaria, responsable de gestionar el sistema fiscal estatal. Aunque esta definición es sencilla, como muchas otras, plantea ciertos problemas.

			El principal inconveniente de este concepto es que, en la práctica, todos pensamos que pagamos impuestos por una razón. En la entrada de la sede central del Internal Revenue Service (IRS, la agencia tributaria federal de los Estados Unidos) hay una placa con la célebre cita del antiguo magistrado de la Corte Suprema de los Estados Unidos, Oliver Wendell Holmes (1841-1935): «Los impuestos son el precio que pagamos por la civilización». Esto refleja que incluso las agencias tributarias consideran que los impuestos se recaudan para financiar el gasto público y desarrollar políticas que permitan una sociedad funcional. 

			En el caso de España, como dice al ar­tícu­lo 9.2 de la Constitución, los impuestos se utilizan para: «Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social».

			

			Sin embargo, pagar el IRPF no otorga al contribuyente ningún derecho concreto. La carretera no es «más» de quien paga más IRPF que de quien paga menos, ni el primero tiene prioridad para circular por ella por delante del segundo cuando hay atasco de tráfico.

			A diferencia de los precios, los impuestos no se pagan para obtener un beneficio concreto, sino en función de la capacidad económica de cada persona, es decir, de su capacidad para pagarlos. Esto responde a un principio de justicia basado en el precepto de «dar a cada uno lo suyo», como señaló el gran jurista romano Ulpiano. Además, desde un punto de vista pragmático, la única forma sensata de garantizar el cobro de los impuestos es que los pague quien tenga capacidad para hacerlo. Por estas razones, el principio fiscal más relevante es el de capacidad económica.

			Conviene aquí aclarar algunos conceptos. Todos los impuestos son tributos, es decir, pagos obligatorios al Estado.78 Sin embargo, no todos los tributos son impuestos. Un ejemplo claro son las tasas, que tienen una capacidad recaudatoria mucho más limitada. Una tasa es un tributo obligatorio que se cobra a cambio de un servicio que beneficia directamente al pagador (y que, además, debe de tener una relación razonable con el coste de suministrar ese servicio). Por ejemplo, las tasas que cobra la Policía Nacional por expedir el Documento Nacional de Identidad (DNI). Esto difiere de los precios públicos, como el que se paga por acceder a una piscina municipal. Aunque ambas actividades son similares —entregar dinero a una administración pública a cambio de un bien o servicio—, existe una diferencia fundamental: obtener el DNI es obligatorio, mientras que bañarse en una piscina municipal no lo es. Por ello, una tasa es un tributo, pero un precio público no lo es.

			En general, los términos impuestos y tributos se utilizan con frecuencia como sinónimos. Sin embargo, cuando hablamos de la financiación del sector público, casi todo se compone de tributos, ya sean impuestos o tasas.

			Hay una excepción importante: las cotizaciones a la Seguridad Social, que representan el recurso público más importante en España. Aunque las cotizaciones son obligatorias y, por tanto, se parecen mucho a un impuesto, presentan una diferencia clave: otorgan un derecho, aunque no de forma inmediata. Por ejemplo, cotizar por desempleo otorga el derecho a recibir una prestación si el cotizante es despedido. La contingencia más relevante es la jubilación: se cotiza para garantizar una pensión en el futuro. 

			Sin embargo, este «derecho» es peculiar, ya que puede ser modificado sustancialmente por una nueva legislación. Lo más probable es que en España no haya ni un solo jubilado que haya cotizado y cobrado bajo criterios constantes del sistema: los «derechos» adquiridos en 1982, cuando una persona cotizaba, no son los mismos que en 2025, cuando cobra su pensión. Lo que la legislación te da, la legislación te lo puede quitar.

			Los pagos del Mecanismo de Equidad Intergeneracional (MEI), introducidos en 2021 con la reforma Escrivá de las pensiones, son cuotas obligatorias que no generan derechos futuros de pensión, lo que los hace indistinguibles de un impuesto.79

			La progresividad y la ordinalidad

			

			Dado que quitar el mismo porcentaje a un pobre que a un rico resulta mucho más gravoso y doloroso para el primero, la mayoría de las sociedades han adoptado sistemas impositivos progresivos. Por ejemplo, el ar­tícu­lo 31.1 de la Constitución española establece que: «Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».
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